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Resumen 

La inversión en Investigación y Desarrollo (I+D) tiene un efecto positivo sobre la 
productividad. Sin embargo, Chile presenta un rezago en esta materia tanto en términos 
absolutos como relativos.  Para promover la I+D se propone: i) corregir lo establecido en el 
Artículo 9 sobre propiedad intelectual, de la ley que crea el Ministerio de Ciencia, 
Tecnología, Conocimiento e Innovación, para promover el financiamiento por parte del 
sector privado; ii) focalizar los subsidios a la I+D en las PYMES; iii) mejorar el diseño de los 
instrumentos de financiamiento público existentes y los mecanismos de difusión de 
información. 
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I. Introducción 

Desde la descomposición del crecimiento económico realizada por Solow (1957), 
una extensa literatura ha estudiado los determinantes que subyacen a la Productividad 
Total de Factores (PTF, aquella fracción del crecimiento no explicada por incrementos en el 
uso de los factores capital y trabajo1). Se ha planteado a la inversión en Investigación y 
Desarrollo (I+D) como uno de estos determinantes, desempeñando la relación entre I+D y 
productividad un rol importante en el crecimiento económico. En efecto, la evidencia 
muestra que la I+D tiene un efecto positivo y significativo sobre el PIB (ver por ejemplo 
Griliches, 1979 y 1984; Schankerman, 1981; Griliches y Mairesse, 1984; Patel y Soete, 1988). 
Además, se ha encontrado que existen externalidades positivas de la I+D, de modo que sus 
beneficios sociales superan por amplio margen a los beneficios privados (Terleckyi, 1975; 
Bernstein y Nadiri, 1988 y 1991; Goto y Suzuki, 1989). Así, la inversión en I+D podría explicar 
hasta un 75% de las tasas de incremento de la PTF una vez que se consideran las 
externalidades en el análisis (Griliches, 1995).  

Si se tiene en cuenta que Chile aún mantiene una alta brecha de productividad 
respecto a los países desarrollados2 y la persistente caída de la PTF durante los últimos años 
(Clapes UC, 2018), entonces resulta apropiado efectuar un diagnóstico de la situación actual 
de la I+D en Chile y elaborar propuestas para avanzar en esta materia. En particular, este 
trabajo aborda aspectos relacionados con la nueva institucionalidad y la inversión en I+D 
por parte del sector privado, dejando para futuras investigaciones los tópicos relacionados 
a la formación de capital humano, pues ello requiere una evaluación en profundidad del 
sistema educacional chileno. Es claro, sin embargo, que las medidas sugeridas en este 
estudio deben ser complementadas con políticas orientadas a mejorar la calidad de la 
educación y a fortalecer la enseñanza técnico-profesional. 

II. I+D en Chile 

La inversión en I+D en Chile es baja al contrastarla con estándares internacionales 
en términos absolutos (ver Figura 1). Sin embargo, para tener una visión más clara, es 
necesario preguntarse si Chile tiene una inversión menor a la que habría que esperar dado 
su nivel de ingreso per cápita y, si persisten las diferencias con el resto de los países, 
determinar si éstas se originan en el sector privado y/o público. Las Figuras 2 y 3 confirman 
que, tanto en el sector privado como en el público, Chile tiene una inversión en I+D inferior 
a la de países con similar ingreso per cápita3. 

                                                           
1 La Productividad Total de Factores también recibe el nombre de “residuo de Solow”. 
2 Por ejemplo la productividad laboral de Chile relativa a la de EE.UU. equivale a un 20% (Ministerio de 
Economía, Fomento y Turismo, 2015). 
3 La inversión pública de Chile en I+D corresponde a un 0,16% del PIB, menor al promedio de 0,62% de la 
OCDE. Por su parte la inversión privada es igual al 0,13% del PIB, en contraste con el 1,48% promedio 
registrado por la OCDE. Así, según estos indicadores, es en el sector privado donde se encontraría la brecha 
más amplia. 
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Figura 1: Inversión Total en I+D (empresas, sector público, universidades y ONGs) como 
porcentaje del PIB 

Fuente: OCDE. 

Figura 2: Inversión en I+D del sector privado (empresas) como porcentaje del PIB y PIB 
per cápita, 2015 

Fuente: OCDE y Banco Mundial. 
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Figura 3: Inversión en I+D del sector público como porcentaje del PIB y PIB per cápita, 
2015 

Fuente: OCDE y Banco Mundial. 

 

 

III. Antigua y Nueva Institucionalidad 

Parte del rezago de Chile en esta materia se ha atribuido a la antigua 
institucionalidad pública a cargo de promover y ejecutar inversiones en I+D. Según la 
Comisión Asesora convocada por el Presidente Piñera durante su primer mandato, dicha 
institucionalidad se caracterizaba por presentar una estructura dispersa y fragmentada, lo 
cual dificultaba que las instituciones y agencias responsables de la ciencia e investigación 
pudieran tomar decisiones de manera coordinada. En ese momento también se plantearon 
diversas complejidades relacionadas a la ejecución de políticas públicas, aspecto 
particularmente relevante para aquellos programas al alero del Ministerio de Educación, 
dado que la labor de esta cartera tiende a focalizarse en otras áreas. Posteriormente la ex 
Presidenta Bachelet convocó a una nueva Comisión Presidencial en 2015, la cual reiteró la 
necesidad de lograr una mayor articulación y coordinación al planificar y ejecutar las 
políticas públicas de I+D.  

En este contexto, el gobierno de la ex Presidenta Bachelet presentó a inicios de 2017 
un proyecto de ley para crear el Ministerio de Ciencia y Tecnología (CyT). En conjunto con 
la nueva cartera, la iniciativa legal contemplaba la creación de la Agencia de I+D como 
servicio a cargo de la ejecución de las políticas públicas.  Además, se establecía el Consejo 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTI) como un ente permanente y se creaba 
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el Comité Interministerial de CTI (presidido por el futuro(a) ministro(a) del Ministerio de 
CyT), para lograr una mejor articulación entre los ministerios vinculados a la I+D y abordar 
las decisiones con un enfoque estratégico de largo plazo. Del mismo modo, para mejorar la 
coordinación entre las distintas carteras al planificar y ejecutar los programas, se establecía 
la creación de dos Comités CORFO presididos por el futuro ministro(a) de CyT. El primero 
estaría encargado de impulsar la política de Institutos Técnicos Profesionales y centros 
tecnológicos, y el segundo tendría a su cargo aquellos proyectos que conformen la Política 
Espacial4. 

En mayo de 2018 se aprobó la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología, 
Conocimiento e Innovación (CTCI) y de las restantes entidades señaladas previamente. 
También se acordó un plazo de 10 años para la instalación de cinco secretarías regionales 
ministeriales (SEREMIS) tras el inicio de la operación del Ministerio (previsto para el año 
2019), y que durante el quinto año de funcionamiento de la cartera se establecerá un 
calendario para determinar cuándo comenzaran a operar las SEREMIS restantes. 

De esta manera, se entregaron al Ministerio de CTCI y la Agencia Nacional de I+D las 
labores vinculadas al fortalecimiento y fomento de la ciencia, tecnología e  innovación. Al 
Ministerio de Economía y a CORFO se les encomendó promover los desarrollos tecnológicos 
que tengan fines productivos. Por su parte, el Ministerio de Educación será responsable de 
las tareas relacionadas a la formación de técnicos y profesionales y del cultivo de las ciencias 
a través de los distintos niveles educacionales. La Figura 4 muestra la estructura de la nueva 
institucionalidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
4 Este último comité recibiría el nombre de “Agencia Chilena del Espacio”. 
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Figura 4: Nueva Institucionalidad Pública a cargo del fomento de la I+D 

Fuente: Ministerio Secretaría General de la Presidencia 

 

 

IV. ¿Qué podemos esperar para el futuro de la I+D en Chile? 

La ley que crea el Ministerio de CTCI contiene un artículo que, en lugar de promover 
la I+D, constituye un desincentivo a la realización de este tipo de inversiones. La normativa 
legal en cuestión es el Artículo 9 sobre propiedad intelectual, el cual define los derechos del 
Estado en los beneficios económicos derivados de investigaciones financiadas con recursos 
públicos. En términos específicos, el Artículo 9 establece lo siguiente: 

x Si la institución o persona a la que se le asignaron los recursos logra comercializar 
en cualquier forma su derecho de propiedad industrial, deberá restituir el 100% de 
los fondos asignados, y una suma adicional equivalente al 5% de los ingresos 
obtenidos de la comercialización del derecho de propiedad industrial, dentro de los 
plazos y condiciones que determine el reglamento. El monto que deba restituirse no 
podrá ser superior al monto recaudado por el asignatario en la comercialización del 
derecho de propiedad industrial, sea por el otorgamiento de una licencia, la 
explotación directa del derecho u otra modalidad equivalente, durante el período 
de vigencia del derecho de propiedad industrial. 
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• Se otorga al Estado el derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable 
y onerosa de propiedad intelectual. 

• Este artículo está dirigido a regular solo recursos aportados por el Fondo Nacional 
de Desarrollo Científico y Tecnológico (Fondecyt).  

Al respecto, cabe mencionar que Fondecyt es uno de los principales programas en 
términos de recursos de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica 
(CONICYT), adjudicando en 2016 una cifra cercana a los $112 millones de pesos, monto 
equivalente al 35,6% del presupuesto de CONICYT de ese año. 

Al ser investigación no orientada, la investigación realizada mediante aportes 
Fondecyt normalmente no está vinculada al desarrollo de un producto en particular, y en 
aquellos casos donde esto sí ocurre, este tipo de investigación suele formar parte de las 
primeras etapas de desarrollo, proceso cuya finalización tiende a materializarse gracias al 
aporte de distintas fuentes de financiamiento en años posteriores. En efecto, tal como 
señalan los vicerrectores y directores de Investigación del CRUCh, un derecho industrial no 
es fruto de un solo proyecto, sino que muchas veces es el resultado de la acumulación de 
conocimiento a través de múltiples investigaciones y, además, de diferentes 
financiamientos. Así, según estos investigadores, la nueva legislación presenta una visión 
errada del concepto de investigación (El Mercurio, 3 de junio de 2018). 

La implementación del Artículo 9 puede afectar negativamente a la I+D a través de 
los siguientes mecanismos: 

1) Si bien en principio el Artículo 9 se aplica solo a Fondecyt, éste puede terminar 
obstaculizando la entrega de financiamiento por parte de privados en etapas de 
investigación posteriores, ya que el Estado tiene el derecho a exigir el traspaso del 
5% de los ingresos provenientes de la comercialización de un derecho de propiedad 
en cuya gestación pudo haber tenido una participación inferior al 5%. Además, si se 
introdujera una modificación que garantice que el Estado tendrá una participación 
en las utilidades acorde a su respectivo aporte de financiamiento, su 
implementación sería poco factible dada la complejidad de cuantificar qué fracción 
del valor del producto comercializado es atribuible al conocimiento generado a 
partir de fondos públicos.  

2) El análisis de la licencia que se le otorga al Estado no permite descartar que éste se 
transforme a posterioridad en un competidor de los privados5. 

A estos antecedentes debe sumarse la delicada situación fiscal. Durante 2014-2017 
el gasto público creció 5,5% en promedio, frente a un crecimiento promedio anual del PIB 
                                                           
5 Previa creación del Ministerio de CTCI la Ley de Propiedad Industrial otorgaba al Estado el derecho de exigir 
licencias obligatorias en casos específicos, como por ejemplo cuando el privado incurre en prácticas contrarias 
a la libre competencia y situaciones extremas de salud pública. Por el contrario, la nueva legislación no define 
causales específicas que gatillen el derecho del Estado a exigir una licencia.  
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de solo 1,8%. El desajuste entre ingresos y gastos produjo que el déficit fiscal registrara en 
2017 su valor más alto de los últimos años, tanto en términos efectivos como estructurales 
(2,8% y 2% del PIB respectivamente). Ante el deterioro de las arcas públicas, dos 
clasificadoras de riesgo internacionales redujeron la calificación de la deuda soberana de 
Chile por primera vez en décadas. En consecuencia, independiente de los posibles 
beneficios que pueda generar el futuro Ministerio de CTCI en lo relacionado al diseño, 
ejecución y coordinación de políticas públicas en su área de competencia, el Fisco cuenta 
con poco espacio para realizar un incremento relevante en la inversión pública destinada a 
I+D. 

Si se considera el preocupante estado de las finanzas públicas y que lo establecido 
por el Artículo 9 disminuye el atractivo de los proyectos Fondecyt en cuanto a generación 
de I+D, la actividad por parte del sector privado pasa a ser casi la única vía factible para 
aumentar la I+D en el mediano-largo plazo. 

 

V. I+D en el sector privado 

Los proyectos I+D suelen ser de alto riesgo y, de resultar exitosos, se demoran años 
en generar beneficios para las compañías. No resulta extraño, entonces, que a nivel global 
la mayor parte de la I+D realizada por el sector privado provenga de empresas grandes ya 
que éstas, a diferencia de las PYMES, tienen capacidad financiera para llevar a cabo 
proyectos de este tipo. En particular, en el caso chileno las empresas grandes realizan el 
69% de la inversión total, correspondiendo el restante 31% a las PYMES (Ministerio de 
Economía, Fomento y Turismo, 2018). Impulsar la I+D en las PYMES puede ser una política 
pública deseable para el Estado chileno, pues éstas cuentan con un amplio margen para 
lograr avances en productividad: en Chile la productividad de las PYMES como proporción 
de la productividad de las empresas grandes apenas sobrepasa el 20%, mientras que en 
países desarrollados este indicador se ubica por sobre el 70% (Bárcena  et al., 2013). 

Sobre la base de una favorable experiencia internacional, la legislación chilena 
contempla un incentivo tributario para fomentar la I+D. Específicamente, se permite utilizar 
como crédito tributario el 35% del monto invertido en I+D –con un tope de 15.000 UTM–, y 
considerar el 65% restante como inversión necesaria para producir la renta. De esta 
manera, el incentivo tributario chileno se sitúa entre los más generosos de la OCDE (OCDE, 
2018). Además, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo se encuentra estudiando 
mecanismos que permitan reembolsar a las PYMES el monto respecto del cual tienen 
derecho a crédito tributario por actividades I+D, en caso que estén en situación de pérdida 
o no tengan utilidades (impuestos) suficientes contra el cual aplicar el beneficio tributario. 
La autoridad también está evaluando la ampliación del tope del crédito tributario. 

Si bien los beneficios tributarios van en la dirección correcta, éstos parten de la 
premisa que la compañía cuenta con los recursos suficientes para invertir en I+D, o que ésta 
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tiene acceso a los mercados de crédito para financiar estos proyectos. Las PYMES son las 
más perjudicadas por esta presunción, ya que tienen menos fondos internos y presentan 
mayores restricciones para acceder a financiamiento externo. Se requiere, entonces, buscar 
otros instrumentos para promover la I+D en las PYMES. 

La evidencia internacional sugiere que la entrega de subsidios directos puede 
promover inversiones de I+D exitosas por parte de las PYMES. Considérese, por ejemplo, el 
programa de subsidios estadounidense “Investigación para la Innovación en la Pequeña 
Empresa”, el cual se caracteriza por tener tres etapas sucesivas (las dos primeras vinculadas 
a la I+D y la tercera relacionada con la comercialización de proyectos exitosos). Howell 
(2017) muestra que tras recibir un subsidio de US 150.000 para llevar a cabo I+D 
experimental o teórica, las empresas presentan mejoras en sus indicadores operacionales 
y de innovación: los ingresos suben en un 50% y el número de patentes crece a lo menos 
un 30%. La autora argumenta que el subsidio permite financiar pruebas y ensayos que de 
otra forma no se habrían podido realizar. En la segunda etapa las empresas pueden postular 
a fondos adicionales por hasta USD 1 millón. Al contrario de lo ocurrido en el caso anterior, 
Howell (2017) encuentra que la recepción de este segundo subsidio no se traduce en 
mayores ingresos e innovación, lo que es coherente con el hecho que las empresas 
receptoras de este segundo subsidio no presentan restricciones de financiamiento. 

Cabe tener presente que para lograr su objetivo, tanto los incentivos tributarios 
como los subsidios directos deben diseñarse adecuadamente y acompañarse con medidas 
de difusión de información efectivas. Al respecto, los datos disponibles para Chile sugieren 
que la utilización de estos instrumentos no es la óptima, precisamente por deficiencias en 
estos dos aspectos (Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, 2018). 

 

VI. Propuestas 

Considerando los planteamientos expuestos previamente, se procede a formular las 
siguientes propuestas: 

i) Enmendar lo establecido en el Artículo 9 sobre propiedad intelectual de la ley 
que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación: 

1) Eliminar el royalty sobre el 5% de los ingresos obtenidos de la 
comercialización del derecho de propiedad industrial, pues podría 
obstaculizar la entrega de financiamiento por parte del sector privado. 
Además, cobrar un monto equivalente al 5% de los ingresos –en lugar de 
un porcentaje sobre las ganancias- representa una amenaza para la 
sostenibilidad de empresas con bajos márgenes. 

2) Establecer con mayor claridad en qué circunstancias y a través de qué 
mecanismos el Estado hará uso de su licencia. 
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ii) En base a la evidencia empírica internacional, focalizar los subsidios a la I+D en 
las PYMES. En este sentido, es necesario contar con información más detallada 
acerca del actual destino de los subsidios. 

iii) Mejorar el diseño de los instrumentos de financiamiento público existentes y los 
mecanismos de difusión de información. 
 

VII. Conclusión 

La evidencia muestra que la I+D tiene un impacto positivo sobre la productividad, 
especialmente al incorporar las externalidades positivas en el análisis. Sin embargo, Chile 
presenta un rezago en esta materia tanto en términos absolutos como relativos. Para hacer 
frente a esta situación, en este trabajo se sugieren medidas destinadas principalmente a 
promover la I+D por parte del sector privado (aspecto particularmente relevante 
considerando el deteriorado estado de las arcas públicas). Específicamente, se propone 
corregir lo establecido en el Artículo 9 sobre propiedad intelectual de la ley que crea el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación, focalizar los subsidios a la 
I+D en las PYMES, y mejorar tanto el diseño como la difusión de los instrumentos de 
financiamiento público existentes. 
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